Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 19 minutos) 


La Comisión de Hacienda tiene el agrado de recibir a los representantes de la Mesa Sindical Coordinadora de Entes Autónomos y 
de Servicios Descentralizados, a quienes les ofrecemos la palabra. 


SEÑOR BERRONDO.- En realidad, venimos a plantear una honda preocupación que nos embarga a todos los trabajadores de los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, ya que para nosotros es un mal traído recorte de gasto público. 


En ese sentido, creemos que el recorte de gasto público que se está realizando en diferentes organismos del Estado es poco 
realista -para decirlo de una manera elegante- ya que el mismo atenta directamente contra la parte de los funcionarios y la calidad 
de los servicios que se brindan. 


Mis compañeros se referirán a la situación de cada uno de sus organismos y a la forma en que se los ha afectado. 


En cuanto a ANTEL en particular, esto implica indudablemente una rebaja en la calidad de los servicios que se brindan, debido a 
que el recorte de gastos públicos, es decir, las 37 medidas adoptadas por el Directorio del Organismo presidido en estos momentos 
por el ingeniero Gurméndez, atacan directamente a la prestación de servicios a la población. Decimos esto en el entendido de que, 
a un organismo como ANTEL, que se ha caracterizado a lo largo de los últimos años por una mejora sustancial en cuanto a la parte 
tecnológica y de prestación de servicios, se le está quitando la vida misma. Como ejemplo traemos algunas denuncias concretas 
que queríamos dejar plasmadas ante los señores Senadores y, además, tenemos propuestas acerca de cómo se puede reducir el 
gasto público. 


En este entendido, queremos hacer claras denuncias acerca de casos que este Sindicato ha hecho públicos en los últimos meses. 
Por ejemplo, el Acta N* 1944, de la Resolución N* 5207/02, por la cual se adscribe a la Secretaría privada de la Presidencia de 
ANTEL, es decir, del ingeniero Gurméndez, a la señora Carolina Bonjour, con una compensación de $ 26.000 mensuales. Esto se 
hace al mismo tiempo en que se le quita a los funcionarios una partida única de una cuota de $ 340 que, en realidad, no eran 
percibidos en forma monetaria, sino como vales y servían para comprar útiles escolares en algunas entidades comerciales de 
plaza. Simultáneamente, se plantea por parte del ingeniero Gurméndez, a modo de recorte de gastos, el cierre de diferentes 
Telecentros de la República. Para ser más explícitos, se realizaría una reducción horaria, que llevaría la atención al usuario de 9 a 
19 horas, lo que implica directamente, a nuestro juicio, una competencia desleal en aquellos lugares donde se encuentran los CPT 
privados, ya que la afluencia de público en general en todo el país es a partir de las 19 horas. 


Por otro lado, en un país que apunta a ser de servicios y turístico, tenemos que en las cabeceras departamentales, como en el 
caso de Maldonado y Punta del Este, los mencionados horarios se extenderían de 9 a 21 horas. Es por todos sabido que en alta 
temporada, las personas que vuelven de las zonas balnearias -por lo general, después de esa hora- utilizan los servicios de 
comunicación públicos, en este caso, los Telecentros. 


Al mismo tiempo, se promueve una suspensión total de la partida de becas de estudiantes. Se trata de 107 becas otorgadas a hijos 
de funcionarios, a los cuales se les exigía una excelente escolaridad, y a sus padres, la presentación de una declaración jurada del 
ingreso familiar. Esto posibilitaba que estos 107 jóvenes vinieran del interior del país a estudiar a Montevideo. Lo que ha ocurrido 
como consecuencia de esta suspensión es que esos chicos no van a poder concurrir. Además, debo decir que la partida mensual 
que se les otorgaba a estos muchachos era igual a la partida de alimentación que se le da a los funcionarios de ANTEL, que oscila 
entre los $ 1.200 y los $ 1.300 mensuales. Como se puede ver, se trata de una pequeña ayuda porque con ese dinero, en realidad, 
no se podía pagar ni una pieza de pensión. 


Por otro lado, se detiene a la mitad de la flota de vehículos de ANTEL -que, en algunos casos, tenían apenas un año de 
comprados- es decir, a alrededor de 100 unidades, que actualmente están a la intemperie en Francisco Plá y Santiago Figueredo y 
a las que les quitaron las chapas, lo que implica que otros tantos trabajadores -choferes- se encuentren en estos momentos 
sentados en un banco. Se nos dice que esto es debido al recorte del gasto público, pero nos encontramos con que, al mismo 
tiempo que se llama a la flota de ANTEL a estar estacionada en esas condiciones, se realiza la licitación para vehículos de alquiler 
sin chofer por un monto cercano a los $ 600.000, lo que está establecido en el memorándum 32/2002. 


Asimismo, ANTEL tiene un caudal relevante de empleados que realizan en el Centro de Capacitación del Ente una obra educativa 
de funcionarios muy importante. Dentro de esa capacitación, existen instructores del más alto nivel que brindan cursos de inglés, 
francés y portugués. A estos compañeros se les ha recortado la posibilidad de continuar con la capacitación al funcionariado. 


Debemos hacer notar que cuando un instructor, en este caso de idioma, brinda un curso, lo único más que se le paga por hora son 
$ 90. Al mismo tiempo que se recorta esta partida para el funcionariado en general, los doctores Erlichman y González Álvarez, 
Directores de ANTEL, reciben clases privadas de inglés, cuyo costo mensual oscila en $ 11.171. Esta cifra es la que se pagó, 
concretamente, en el mes de abril. No solamente son estos dos Directores quienes reciben las clases particulares, sino también el 
señor Secretario General, Matías Rodríguez, quien también toma clases de inglés y francés, lo cual significa un costo de $ 8.300. 
Indudablemente, esto no hace a la buena imagen de la reducción de gasto público. 


Al mismo tiempo, se recortan viáticos que son necesarios para la manutención de un buen servicio. A modo de ejemplo, los 
compañeros de Mantenimiento de la Central Digital del Área Metropolitana, son los que tienen que ir en caso de que caiga un rayo - 
lo que es común- en la zona rural de Montevideo. Para ello, se trasladan en vehículos oficiales a fin de refaccionar el desperfecto. 
Pero debido a este recorte de gasto público, si ocurriera un temporal, tal como sucedió en los últimos tiempos, lamentablemente los 
compañeros no van a poder concurrir en tiempo y forma para solventar esta emergencia, porque se les recortó el viático y se quitó 
la locomoción oficial. 


Sin embargo, al mismo tiempo que esto ocurre, entre el 1% de marzo de 2001 al 31 de marzo de 2002, se realizaron 93 viajes a 
distintos lugares del mundo, para concurrir a diferentes eventos, algunos de los cuales nada tienen que ver con el tema puntual de 
las telecomunicaciones. Dichos viajes implicaron un costo de U$S 58.000. Hemos traído datos acerca de la evolución de los viajes 
al exterior por parte de los distintos Directorios entre los años 1996 y 2002. En 1996, se gastaron U$S 19.000, en 1997, U$S 
32.000, en 1998, U$S 88.500, en 1999, U$S 93.000, en 2000, U$S 146.000, en 2001, U$S 124.500 y a abril de este año, U$S 
27.000. 


Además, no se provee a los funcionarios de los elementos necesarios para la seguridad. Se ha recortado la entrega de botas de 
trabajo, equipos, uniformes y cinturones de seguridad para los torreros. No obstante, los tres Directores de ANTEL gastan en 
prensa, aproximadamente, $ 10.000 mensuales. Es verdad que no es una cifra llamativa, pero no hace a la buena imagen de lo que 
debe ser la reducción del gasto público. 


Asimismo, se mantienen contrataciones de personal no idóneo para las funciones que se realizan. Por ejemplo, los guardahilos 
privados en Canelones que, realmente, no brindan un servicio acorde con las necesidades. Si los señores Senadores lo consideran 
necesario, podrán corroborar esta situación, a través de las diferentes gráficas que operan en el Ente mismo. Estas contrataciones 
de guardahilos privados se han hecho como pago de beneficios políticos. Quiero hacer notar la contratación del guardahilo privado 
en la zona de la costa, el señor Omar Regueira, edil del Partido Nacional, quien percibe un sueldo aproximado de $ 30.000 
mensuales. 


Por otra parte, hemos recibido información de un emprendimiento comercial con la empresa Tenfield el cual, una vez finalizado, 
implicaría una cifra cercana a los U$S 2:000.000 de erogación para el Ente. Este hecho es muy llamativo para nosotros, porque 
tenemos funcionarias de ANTEL que atienden al usuario. Los señores Senadores habrán recibido con la factura de ANCEL una 
tarjeta cuadrada que lleva impreso "Tenfield Card", que muchas veces se la come la computadora, lo cual ha generado gastos al 
Ente. Digo esto porque cuando se han roto algunos sistemas computarizados, debido a la tarjeta, ANTEL ha tenido que correr con 
los gastos. Al mismo tiempo, estas funcionarias del Ente han sido instruidas para que, en lugar de responder "ANTEL" o "ANCEL", 
digan directamente "Empresa Tenfield". Pensamos que este hecho no le hace bien a la imagen de la empresa. 


Además, se ha disminuido el servicio de vigilancia "222", realizado por el Ministerio del Interior, en las oficinas recaudadoras. Este 
servicio tenía como fin la prevención. Todos sabemos cuál es la realidad de la sociedad uruguaya en cuanto a la seguridad. 


En algunos casos se ha llegado a quitar el Servicio 222, y en otros se ha puesto esa guardia de vigilancia dos horas después de 
que se abren las oficinas recaudadoras y se saca el 222 dos horas antes de que estas últimas cierren, con el riesgo que ello implica 
para los Entes. Muestra de ello, fue que al otro día que se hizo esa reducción de gastos, robaron el telecentro de Migues. 


Otra denuncia que hicimos al ingeniero Gurméndez -y nobleza obliga decirlo- aparentemente fue atendida y, según lo que nos 
trasmitió el señor Presidente de ANTEL, se estaría trabajando en torno a ella. La misma refería a la erogación por vales de taxis 
que realizan diferentes jerarcas del organismo. Esa erogación llevó a que cerca de U$S 75.000 fueran destinados en vales de taxis 
para el traslado de jerarcas, en algunos casos de su domicilio particular a la empresa y viceversa. Reitero que esa es una denuncia 
que hicimos ante el ingeniero Gurméndez; según las últimas noticias que recibimos de él, se estaría solucionando el tema. 


Todas estas son algunas muestras de las denuncias públicas que hemos hecho. Por supuesto, ello trae aparejado también 
propuestas de los trabajadores de ANTEL en cuanto a cómo reducir el gasto público. Creemos que el patrimonio es de todos los 
uruguayos, por lo que nadie tiene derecho a malgastar. Insisto, pues, que los trabajadores tenemos propuestas en ese sentido. 
Concretamente, las que planteamos con relación a la reducción del gasto público son algunas de las que voy a mencionar muy 
sintéticamente. 


Por ejemplo, planteamos reducir en un 20% la cantidad de Gerentes de División, de Gerentes de Area y de Gerentes de Sector, 
porque en la actualidad se verifican 163 cargos, de los cuales 38 tienen más de 60 años. Eso supondría un ahorro significativo de $ 
27.360 anuales. 


Por otra parte, proponemos reducir, en comparación con el año 2001, en un 50% los viajes al exterior y los viáticos 
correspondientes, en donde se ha verificado un importante gasto de dinero. Dicha reducción sería de aproximadamente $ 
1:547.000. 


También planteamos reducir en un 50% la compensación por casa-habitación en el interior, según resolución del Directorio N 
687/87 y 1829/94, concepto 049 y 050. Cabe explicar que este beneficio se otorga a jefes de unidades hacia arriba, que debido a 
que ganan un concurso y son trasladados al interior del país, se les paga el alquiler de la casa-habitación. En algunos casos se ha 
constatado que este pago de alquiler ha sobrepasado largamente los 10 años, cuando se supone que la familia ya está radicada en 
el lugar de que se trate, y entonces no entendemos por qué se mantiene este beneficio. Si eso permaneciera, hay que tener en 
cuenta que se trata de sueldos de gerentes que promedian los $ 40.000 mensuales. Si eso se redujera en un 50%, estaríamos 
ahorrando $ 8:160.000. 


Asimismo, proponemos derogar la resolución del Directorio N* 2153/93, concepto 230. Esto hace a las adscripciones a los 
diferentes Presidentes Directores de ANTEL de secretarias privadas, como es el caso que denunciábamos recién. Se trata de 
personas que, sin ser funcionarias del Ente, como vienen adscriptas, en este caso al Presidente de ANTEL, se les da una 
compensación mensual. A propósito, tenemos la resolución correspondiente que luego les entregaremos. Si se implementara esta 
medida, estaríamos ahorrando $ 6:300.000 anuales. 


Otra medida tiene que ver con los agentes guarda hilos urbanos contratados, en el sentido de que se realice el pasaje a empresas 
unipersonales donde ANTEL reduzca el gasto, no teniendo que pagar los aportes patronales correspondientes. También sugerimos 
reducir en forma gradual, y sin afectar el servicio, dichos contratos, que ascienden a 230, siendo cubiertas dichas necesidades en 
el futuro y teniendo presente el envejecimiento de planta externa con una política de empleo juvenil -ello permitiría brindar a los 
jóvenes del país que están emigrando constantemente de hacer su primera experiencia laboral- de 18 a 30 años, por mecanismo 
de sorteo, garantizando la transparencia. Hay que tener presente que los sueldos por esos contratos de los guarda hilos privados 
oscilan entre los $ 20.000 y $ 35.000 mensuales. Entonces, al cabo del año estaríamos ahorrando -y habiendo dado trabajo a 
muchos jóvenes uruguayos- cerca de $ 27:600.000. 


En cuanto al personal contratado por temporada, proponemos reducir en un 50% el que se contrate para la próxima, con relación a 
la última, que fue de 302 funcionarios, de los cuales 201 lo fueron en el área Este y 101 en Canelones, dando prioridad al ingreso 
de quienes tengan más temporadas consecutivas y en caso de necesidad. Hemos constatado en algunos lugares, sobre todo en la 
zona del Este -que es donde se ha dado la mayor cantidad de contrataciones- el innecesario ingreso de personal nuevo, cuando se 
deja afuera a quienes han estado 20 años en la Administración, y lo hacen en forma posterior. Con esto estaríamos ahorrando 
anualmente una cifra cercana a los $ 10:570.000. 


Además, proponemos ir eliminando en forma gradual empresas privadas que realizan tareas por tercerizaciones, cuando las 
mismas pueden ser realizadas por funcionarios de ANTEL o por otro sistema de contratación que pueda resultar más barato a la 
Administración. En ese sentido, hacemos referencia a la contratación por la vía de pasantías y del INJU, que es una forma menos 
onerosa. Ello permitiría ahorrar más de $ 10:000.000 anuales. 


A su vez, planteamos derogar la resolución N* 520/2, a la cual ya hicimos referencia y que supone una cifra cercana a los $ 
3:000.000, así como reducir los gastos de taxímetro -que el año anterior ascendió a U$S 700.000, si bien la cifra es más cercana a 
U$S 800.000- en un 50%, lo que significaría una reducción anual de $ 5:950.000. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- He escuchado atentamente la exposición, y se mencionó una cifra de U$S 75.000 por concepto de 
taxis. 


SEÑOR BERRONDO.- Cabe aclarar que son mensuales y por eso arroja una cifra de U$S 700.000 anuales por vales de taxis. 
Esto nos estaría dando una cifra aproximada a los $ 260:000.000. 


Este es un aporte que queríamos realizar en el entendido de la reducción del gasto público. Pero, amén de eso, nos preocupa 
sobremanera dos o tres asuntos que queremos mencionar. 


En primer lugar, nos inquieta enormemente la posición de satélites geoestacionarios. Sabemos que ANTEL tiene participación en 
Nahuel Sat |, si bien en forma minoritaria, aunque es un 11%. Creemos que ANTEL tiene una muy buena oportunidad comercial en 
dicho sistema que, en muchos casos, según los técnicos que hemos contactado, habilitaría a una mejora importantísima y un 
abaratamiento de las llamadas internacionales. Pensamos que sería bueno, si la Comisión lo entiende necesario, que los 
compañeros técnicos pudieran concurrir a esta Comisión a fin de trasmitir los argumentos para manejar ese tema. 


Reitero que estos son algunos de los puntos sobre los que hemos hecho denuncias públicas. Consideramos que no hacen bien a 
una imagen que se ha venido deteriorando en cuanto al Ente de las comunicaciones, no por causa de los funcionarios, sino debido 
a esta serie de argumentos que, en algunos casos, representan cifras que no son de una importancia relativa, pero que se van 
conjuntando en una sociedad uruguaya en donde hay tantos desempleados y a la que creemos que hay que aportar la posibilidad 
de un empleo juvenil. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Antes que nada, deseo agradecer el hecho de ser recibidos por esta Comisión. Por otra parte, quiero 
advertir que faltan compañeros de otras empresas, fundamentalmente uno que traía un resumen con diversas propuestas, el que 
de todas maneras haremos llegar a este Cuerpo. De esa forma, quedará adjuntado a la versión taquigráfica de esta sesión. 


Nos preocupa la cosa pública cuando se sigue insistiendo con los recortes y en el mal del país, que somos los funcionarios 
públicos. También nos inquieta la falta de respuesta, en general -no va dirigido a nadie en particular- del sistema político frente a los 
planteos o denuncias que se hacen por parte de diversos sectores sociales, particularmente de los trabajadores y de otras 
organizaciones no políticas. Muchas veces concurrimos a las Comisiones parlamentarias para trasmitir nuestras inquietudes y casi 
habitualmente no obtenemos una contestación, una valoración o una opinión. Es por ello que a veces nos preguntan qué venimos a 
hacer al Parlamento cuando lo que planteamos nunca genera un debate, lo que sería lógico porque partimos de la base que toda la 
verdad no la tiene un grupo de personas. 


Debe quedar claro que más allá de lo que manifestó el compañero con relación a ANCAP y a UTE, hay situaciones iguales o 
peores, si es que las podemos calificar. Por ejemplo, podemos plantear que el Banco de Previsión Social ha construido la otra torre 
de ANTEL en los últimos siete años: a través de empresas privadas, ha invertido en tecnología U$S 180:000.000. Al menos, la torre 
de ANTEL la podemos ver, pero no ocurre lo mismo con el supuesto cambio de gestión, tecnificación e informatización que se llevó 
a cabo en el Banco de Previsión Social. En definitiva, tenemos una torre real y otra que posee solamente el nombre. Sobre el 
particular, brindaremos el detalle de lo que se ha pagado a las empresas por distintos proyectos y programas, de 1996 a la fecha 
que, como dije, asciende a la suma de U$S 180:000.000. 


El 28 de mayo el Directorio del Banco de Previsión Social resolvió una reducción del 8% en sus gastos de funcionamiento, lo que 
importa una suma de U$S 4:000.000. Desde ese punto de vista, uno diría que está bien. Ciertamente compartimos varias de las 
cosas que produjo el Directorio, pero el tema es que el grueso del ahorro no pasa por allí. Nos parece muy bien que se reduzcan 
los gastos de combustible, la compra de diarios y semanarios para la Gerencia y el 50% de la contratación de pasantías para 
estudiantes de informática de la Facultad de Ingeniería de la Universidad de la República. El problema es que de 1996 a 2002 se 
pagó a IBM U$S 30:000.000. Al Consorcio Integris, entre abril de 1999 y mayo de 2002 se le pagaron U$S 25:000.000, y a Algar- 
Bulls U$S 2:000.000, también en ese período de tiempo. Sin embargo, el llamado expediente electrónico todavía no está listo 
porque lo que hicieron no sirve para nada. 


De todas maneras, el Banco de Previsión Social pagó y sigue pagando. Asimismo, para el proyecto de la historia laboral se destinó 
al PNUD U$S 30:000.000, pero todavía no está listo. Incluso, en los próximos cinco años se invertirán U$S 40:000.000 en una 
reingeniería para elaborar nuevamente la historia laboral. Tengan en cuenta los señores Senadores que ya estamos hablando de 
U$S 70:000.000, pero la historia laboral no está. ¿Quién se responsabiliza de eso? ¿Quién es el responsable de haber gastado 
casi U$S 30:000.000 para tener la historia laboral de los uruguayos y eso todavía no esté? Por ejemplo, la mía no está, cuando se 
supone que al trabajar en el Banco de Previsión Social debería de ser muy fácil tenerla. Entonces, insisto, ahora se va a revisar lo 
que se hizo pero partiendo de la base de que lo que hay no es correcto y por lo tanto se va a pagar a otra empresa para que haga 
algo que ya fue hecho. Debo destacar que dentro de la reducción prevista por el Directorio está incluido el traslado de la licitación 


que hizo el año pasado, para el año 2003. Por lo tanto, se trata de un ahorro para el año 2002 pero el próximo comenzarán a 
gastarse los U$S 40:000.000. 


Por otro lado, el Banco de Previsión Social invirtió U$S 20:000.000 en un llamado Plan de Calidad, en 1998, del que nadie se hizo 
responsable. El producto lo andamos buscando y resalto que el 40% de ese gasto se dio en compensaciones. ¿A quién? ¿Qué 
producto se consiguió? No lo sabemos; todavía estamos por encontrarlo. Pedimos la información oficial que demuestre el resultado 
que se obtuvo por ese pago, pero la misma tampoco apareció. 


Como dije anteriormente, saludamos al Directorio del Banco de Previsión Social por estas reducciones, pero sabemos que no son 
las medulares ya que no hay un análisis correcto sobre dónde invertir. Los compañeros de SUTEL plantean reducir los cargos 
gerenciales, pero el Banco de Previsión Social ha adoptado otra política. Como no alcanzaba con tener dos Gerentes 
Departamentales, ahora habrá uno más, con un sueldo de $ 35.000. Tal como decimos, será un delegado político porque no tiene 
ningún sentido que haya un Gerente de Area de Negocios en el Banco de Previsión Social. Resulta que no promovemos los 
informáticos dentro de la Administración Pública pero hacemos contratos de alta especialización, los que obviamente no son 
baratos. De esa forma, no damos a los propios técnicos de la Administración Pública la posibilidad de ejercer esos cargos. Tampoco 
existe una coordinación entre las distintas empresas del Estado, que permita redistribuir a los técnicos en aquellas dependencias 
en las que son necesarios, manteniendo siempre el mismo nivel salarial. 


Como si todo esto fuera poco, los trabajadores públicos debemos soportar sobre nuestra cabeza el hecho de que nadie nos 
asegure la estabilidad laboral, tal como la planteamos. Sabemos que está asegurada por la Constitución y la ley, pero a través de 
los distintos Directorios siempre se maneja el tema de una inestabilidad e inseguridad que resta parte de la energía de los 
funcionarios para poder trabajar mejor. Uno debe estar pensando si mañana va a tener trabajo, si no se aprueba una ley y lo echan, 
si no lo van a trasladar a otro organismo, si no va a perder ingresos, etcétera. 


En consecuencia, cuando venimos a hacer este tipo de planteos, buscamos respuestas de parte de los sectores políticos; 
pretendemos que en algún momento se discutan estas cosas. También tenemos propuestas, que luego haremos llegar. Incluso, voy 
a enumerar algunas porque no quiero abusar del tiempo de esta Comisión. El Banco de Previsión Social, que es un organismo 
deficitario producto de diversas situaciones que no queremos analizar en detalle, por concepto de funcionarios en comisión tiene un 
costo de U$S 2:500.000. Resulta que cuando precisamos funcionarios tenemos que contratar, pero hay 28 abogados en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social desde hace 15 años. Obviamente, no quieren integrar la plantilla del Ministerio porque los 
niveles de ingreso son muy diferentes a los del Banco de Previsión Social. En reiteradas oportunidades, hemos planteado -y si no 
me equivoco, hace un par de años, en esta propia Comisión- que cada organismo se haga cargo de los funcionarios en comisión 
que allí trabajen. También podríamos decir algo con respecto a las designaciones que se han aprobado en el Directorio del Banco 
de Previsión Social. Por ejemplo, quisiera que alguien explique por qué dos higienistas dentales y una asistente dental están en la 
Secretaría del Ministro de Educación y Cultura. 


Sin embargo, por otro lado, el Banco hace un llamado para destajistas para tareas de los servicios de salud del organismo. 
Tenemos cien casos de esos. Entonces, resulta que el déficit del Banco de Previsión Social es tremendo; pero también se ayuda 
mucho para que así sea. 


La propuesta concreta en ese sentido es muy simple: los que no ocupan cargos políticos y de particular confianza, se tienen que 
reincorporar al organismo, porque son necesarios. La ley habilita a que estén, por ejemplo, en la secretaría de ustedes; entonces, 
que absorba el Parlamento los secretarios que tengan, pero no se me diga luego que en el Poder Legislativo hay una reducción de 
gastos de funcionamiento, puesto que los demás organismos que proveen de funcionarios públicos a quienes trabajan en este 
ámbito, los absorben. Si le pido al vecino de al lado que me preste plata para pagar la luz y otras tantas cosas, seguramente voy a 
poder ahorrar todo mi sueldo, y no voy a gastar nada. Pero el tema es que lo que yo gasté me lo pagó el vecino, y entendemos que 
eso no es justo. 


En otro orden, y en lo que tiene que ver con las denuncias -por llamarlas de alguna manera- de las malas inversiones que ha 
realizado el Banco de Previsión Social en los últimos años, entendemos que la licitación en la que ya se hizo la adjudicación a otra 
empresa, debe quedar sin efecto. No hay una necesidad imperiosa de gastar U$S 40:000.000 para hacer cosas que los propios 
funcionarios públicos de diversas empresas pueden realizar; eso es innecesario. Para una reingeniería de ATyR, en donde se va a 
revisar la historia laboral, a texto expreso en el pliego de la licitación se dice que si no se logra articular la información que allí está, 
se va a hacer todo de vuelta. Por eso decía que los U$S 30:000.000 que se gastaron en estos años se quedaron en las máquinas, 
en las sillas y en los escritorios. Por otra parte, no se está cumpliendo la ley, porque se supone que todos deberíamos tener la 
historia laboral dos veces al año. 


También, por ejemplo, el Directorio planteó una reducción del 15 % en los cursos de capacitación de los funcionarios. Casualmente, 
esto siempre se aplica a los funcionarios de menor jerarquía en el escalafón, que son los que se quieren capacitar. Sin embargo, en 
hoteles de cinco estrellas y a nivel gerencial, se llevan adelante cursos de capacitación, obviamente, con un costo muy elevado, 
cuando el Banco tiene dependencias propias en las cuales los puede realizar. Por supuesto que a mí me gustaría ir al Hotel San 
Rafael de Punta del Este, pasar cinco días haciendo un curso y comer "de primera". ¿Por qué no? Pero si todos tenemos que 
ajustarnos, hagámoslo. Así como a los funcionarios de acá les dan un bizcocho, también los gerentes y no sólo los indios -como se 
nos dice- porque al fin y al cabo todos somos seres humanos, tendrían que comerlo, y que en vez de estar en un sillón apoltronado, 
ocupen sólo una silla adecuada para hacer sus cursos. Esas diferenciaciones llevan a un desfase en toda la órbita pública, porque 
cada empresa pública tiene sus propias propuestas y también denuncias. Nosotros las tenemos y no vamos a abundar ahora en 
ellas, porque las haremos llegar por escrito. 


Lo que nos preocupa, entonces, es la falta de respuesta. 


Otro ejemplo que no quiero olvidar se relaciona con lo que el Directorio acaba de aprobar en estos días: una rebaja de casi cuatro, 
pero dejando en suspenso la reingeniería de ATyR hasta el año que viene, lo cual supone U$S 2:000.000. O sea, una rebaja muy 
ficticia; quedó en dos toda la rebaja que hizo de aquí hasta fin de año. 


Resulta que por no dar la opción a los jubilados de este país a cobrar -no estamos hablando de monopolio- sus pasividades y 
pensiones donde quieran, es decir, en locales propios del organismo o en otros de la red de descentralización que se generó a 


través de una licitación, se ahorrarían U$S 2:000.000 solamente por ese concepto. No estamos hablando del pago de prestaciones 
de subsidios por enfermedad, asignaciones familiares, maternidad, etcétera, que brindan otras instituciones, ni sumando las cifras 
concretas de lo que le cuesta al Banco que otros recauden por él. Sí podemos decir primariamente que hay una relación de dos a 
uno en contra del Estado en cualquiera de estos casos, o sea, tanto en el pago de jubilaciones como en el cobro de contribuciones 
a la seguridad social. 


Por si esto fuera poco, hay que señalar que el BPS le hace el trabajo a las AFAP, sin cobrarles los gastos de administración; lo 
hacemos gratis. Está estipulado que hay que pagar por esa tarea, pero en realidad no se lo hace. Los públicos trabajamos gratis y 
contratamos empresas privadas para que nos ayuden a hacer el trabajo y dar, inclusive, los menguados préstamos que otorgan las 
AFAP a los pensionistas; contratamos gente y empresas para que nos ayuden a dar préstamos y, por otro lado, nos pagan para que 
hagamos eso. Menos mal que hay un problema de distancia porque, por ejemplo, la AFAP República queda a una cuadra de donde 
se brinda el préstamo; pero, claro, parece que no quieren ver a nuestros pobres pensionistas, con sus menguadas pensiones, en 
un local tan bonito como el que está en la Avenida 18 de Julio; más vale ponerlos en otro lado. 


A lo que nos lleva esto -que es una cuestión más de dignidad económica- es que en muchos de los locales en los cuales se pagan 
haberes, a nuestros jubilados los tienen en la calle -y hasta son destratados- cosa que no sucedía antes, porque todos los locales 
del Banco son apropiados. Si sólo la cuestión económica prima, no entendemos cuál es el sentido de la vida. Si no estoy bien en mi 
casa, por más plata que tenga, no voy a ser feliz. 


Tenemos conocimiento de que se está aplicando con diferente criterio el último incremento del Impuesto a las Retribuciones 
Personales. Nos preocupa, porque sabemos que cada Directorio de las empresas, en parte de la Administración Pública, no está 
aplicando el mismo criterio al interpretar lo que los legisladores quisieron hacer. En el caso particular del Banco de Previsión Social 
se sumaron retribuciones de enero a abril percibidas en mayo, se hizo la sumatoria con el nominal del sueldo de mayo, y a partir de 
allí se aplicó la nueva tasa, lo que hizo que muchísimos compañeros recibieran solamente este mes la cuota mutual. Quien no la 
tenía, en su recibo no figuraba nada. Inclusive, a muchos no les ingresaron los descuentos propios, por ejemplo, por préstamos con 
el Banco de la República o de distintas entidades que habilitan que se les descuenten en sus recibos de sueldos, por lo que el mes 
que viene es más que probable que se les descuenten esos montos. Quiere decir que estaríamos ante otro mes en cero, cosa que 
es bastante difícil de soportar. 


Por lo tanto, lo que queremos plantear al Parlamento -y en particular, a esta Comisión de Hacienda- es cómo se interpreta la ley 
que acaba de aprobar hace muy pocos días, a los efectos de unificar criterios, más allá de que, por ejemplo, nuestro sindicato 
mantendrá hoy una reunión bipartida con el Directorio del Banco para analizar este mismo tema. Si entramos en lo legal y en lo 
leguleyo, podemos tener distintas posiciones e interpretaciones. 


Otra cuestión que nos preocupa -y ya es "vox populi"- y que creo que corresponde a la Comisión de Hacienda, es el pago del medio 
aguinaldo. En esta situación puntual en la que muchos trabajadores, en particular, por la aplicación del nuevo impuesto, ven 
reducidos drásticamente sus ingresos, se hace más que necesario su cobro. No olvidemos que muchos teníamos la esperanza de 
contar con ese medio aguinaldo para poder tapar agujeros, más aún en los casos de quienes han cobrado, como dije, cero. Si ello 
no ocurre, obviamente va a haber una recesión importante a la hora de pagar las obligaciones que cada uno tenga. 


Ese es el aspecto que, en general, queríamos señalar. 


Hace un momento se acaba de incorporar nuestro compañero, Carlos Sosa, quien podrá hacer un desarrollo un poco más global 
en relación a información que posee. Insistiendo en lo dicho al principio reiteramos la necesidad de que ustedes ayuden a trasladar 
a sus sectores políticos, y al Parlamento en su conjunto, todas estas situaciones. Por nuestra parte estamos dispuestos a conversar 
en forma conjunta con todas las empresas del Estado, o por separado si así se entiende, para recortar gastos. 


SEÑOR SOSA..- En primer lugar pido excusas por la llegada tarde, pero sucede que estamos viviendo tiempos agitados y, a la vez, 
tratamos de realizar asambleas en todos lugares a causa de la situación que se está viviendo. 


Nuestra preocupación principal a nivel de la Mesa Sindical Coordinadora de Entes es plantear la necesidad de abrir un diálogo que 
se cerró y que veníamos manteniendo desde 1992, a través de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Allí los trabajadores del 
Estado, en especial de las empresas estatales, manteníamos un acuerdo donde se firmaban convenios tanto de estabilidad laboral 
como de productividad y de marcos salariales. En ese entendido y sobre los tres últimos decretos firmados, pensamos en que 
existe la necesidad de un ámbito de discusión, aspecto que venimos planteando desde mucho tiempo atrás, más precisamente 
desde enero, oportunidad en que se rompe el diálogo con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Esto se haría a través de 
distintos caminos que nosotros considerábamos pertinentes. Concretamente, por medio de las bancadas parlamentarias hemos 
cursado notas para expresar nuestra opinión como trabajadores, y la única que hasta el momento nos ha recibido ha sido la del 
Encuentro Progresista-Frente Amplio. A su vez, las Comisiones respectivas de ambas Cámaras nos han recibido. 


Hemos venido expresando la necesidad de abrir un ámbito de discusión y el único camino que nos queda, por el momento, es salir 
a cacerolear, a movilizarnos en las calles y a plantear nuestras reivindicaciones, en virtud de que hasta el momento no hemos 
recibido, ni siquiera, la posibilidad de expresar y analizar a nivel de nuestros Directorios las alternativas y caminos para hacer los 
recortes, verificando cuáles son los que se deben realizar. Los trabajadores tenemos una propuesta y creemos que nuestros 
planteos son convenientes y convincentes. Ahora bien, el camino que se ha seguido ha sido el de mantener determinados tipos de 
privilegios, mientras los trabajadores ven mermados sus salarios. Además, sistemáticamente hay ataques a las empresas del 
Estado, especialmente con la idea de llevar a privatizaciones dentro del país. Todo esto pasa por una estrategia de ir reduciendo 
cada vez más la capacidad del servicio. Señalo esto porque en un servicio tan esencial como el agua, hoy en día el camino de la 
privatización ya lo vimos, por ejemplo, en Maldonado. Conocemos ese departamento y la situación que se vivió en verano en pleno 
Punta del Este. Hoy el camino que se plantea es exactamente el mismo. 


En consecuencia, a través de los recortes del Poder Ejecutivo quien se va a ver resentido en relación al servicio y a la calidad del 
agua va a ser el pueblo uruguayo, y no por responsabilidad de los trabajadores, sino por responsabilidad lisa y llana del Poder 
Ejecutivo que ha adoptado determinados caminos de recortes y de un Directorio que los ha aplicado. 


Nosotros como trabajadores planteamos un camino, el del diálogo y hasta el momento no lo hemos tenido. Por ese motivo es que 
hoy estamos intentando traer a ustedes nuestra preocupación. También tenemos denuncias para hacer. Pensamos y estamos 
elaborando un documento que luego les haremos llegar, a lo que se agrega la posibilidad de buscar juntos una alternativa, una 
salida a esta situación de crisis que estamos viviendo porque sin los trabajadores no se sale. Dentro de la sociedad creo que 
somos un elemento dinamizador, pero si se sigue por este camino recesivo, evidentemente no se va a poder salir. A esto se suma 
la preocupación que se tiene en cuanto al aguinaldo. Es sabido que los bajos salarios, así como las menguadas y reducidas 
jubilaciones y pensiones, necesitan determinado dinero para poder resolver aquellos problemas originados por la merma salarial y 
la calesita que veníamos haciendo, como bien decía nuestro compañero Fernández. Por lo tanto, la única manera de cortar esa 
Calesita muchas veces es con el cobro del aguinaldo. 


Por otro lado, a estas preocupaciones de los trabajadores relacionadas con la reducción de sus salarios, se suma también la 
inestabilidad. Se planteó un decreto y, a la vez, dentro de las empresas del Estado hay personas contratadas y becarios que no lo 
son tanto, porque hace más de ocho años vienen desarrollando actividades en ese ámbito y en determinadas condiciones. Estas 
personas no están cubiertas de la misma manera que un funcionario a pesar de que, reitero, hace ocho años que están trabajando 
de esa forma. No es responsabilidad del trabajador estar en esas condiciones, sino de quienes administraron de tal forma que esos 
compañeros que eran becarios hoy estén frente a la situación de dejar de tener esa condición y ninguna otra. En definitiva, si una 
persona hace una pasantía, una vez que ésta se termina vendrán otros a ocupar ese espacio. Hoy en día estos compañeros que 
están trabajando tanto en el Correo como en otras empresas del Estado -incluso en OSE- pasan a ese tipo de situación y, además, 
existe un decreto que deja abiertas las manos para producir cesantías dentro del Estado. 


Por otro lado, podemos mencionar el famoso decreto que aparece en el Presupuesto Quinquenal, que establece que los 
funcionarios de las empresas del Estado van a poder ser redistribuidos también en la Administración Central. Entonces, esta 
ruptura de convenio venía generando una situación que a la postre nos demuestra que en realidad es, lisa y llanamente un 
propósito. Si no podemos negociar determinados aspectos o conversar para tratar de resolver los problemas y, a la vez, se nos dice 
que no unilateralmente, al tiempo que los únicos caminos son los de reducción de salarios, decretos, etcétera -además van en 
contra de lo que veníamos firmando- evidentemente la ruptura de los convenios y del diálogo fue exclusivamente por parte del 
Poder Ejecutivo. 


En definitiva esto es lo que venimos a denunciar, preocupados por la situación que se está generando y en nuestra condición de 
trabajadores y como dirigentes sindicales con determinados tipos de responsabilidades. No es casual que la semana anterior los 
funcionarios de OSE entraran al Directorio de OSE y allí se golpearan las puertas y no sólo las manos. Muchas veces la gente y en 
especial los trabajadores tienen formas de manifestarse y cuando se ven impotentes ante una realidad que es avasallante, no 
tienen otros caminos, más aun cuando está cerrado el diálogo. 


SEÑOR PEDOTT!.- Sin querer ser reiterativo quisiera caracterizar lo que sucede en el Correo. 


La situación actual de la Dirección Nacional de Correos es muy difícil en virtud de que tenemos tercerizada la parte medular de esta 
repartición que es el transporte interno, a nivel nacional. A su vez se agrega la ausencia de marco regulatorio. El Correo no es 
monopólico sino que compite con 96 permisarios y otras empresas en negro que también compiten en forma desleal porque no 
hacen aportes al Banco de Previsión Social, son unipersonales en el mejor de los casos y no tienen costos de masa salarial debido 
a que solamente pagan por productividad, de acuerdo a las cartas que reparten. 


Todo esto crea una competencia desleal en cuanto a las licitaciones y una baja en los precios, ya que dichas empresas muchas 
veces tienen respaldo internacional. 


Por estos motivos, los trabajadores hemos impulsado un marco regulatorio que se presentó ante la URSEC, que no solamente 
lauda en las cuestiones relativas a servicios y reglas de competencia comercial, sino también en materia salarial, en la que se vería 
involucrado el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Este debería llamar a las empresas que están actuando en el mercado 
postal, lo que nos daría una igualdad de condiciones de competencia a todas las partes. Además, indudablemente mejoraría el 
mercado interno porque los trabajadores de esas empresas ganan muy poco y no tienen ningún tipo de seguridad laboral. Todo 
esto demuestra la situación irregular en que se encuentra el Correo insertado en el mercado postal uruguayo. 


Por lo tanto, ya que existe un organismo regulador, sería importante que éste realmente actúe en beneficio de todos los 
trabajadores y, en particular, de los estatales. 


Por otro lado, también reclamamos el pago del medio aguinaldo como una necesidad para poder seguir adelante a pesar de los 
menguados recursos de que actualmente disponemos. Asimismo, creemos en la necesidad de que exista un macro convenio que 
asegure el mantenimiento salarial y la productividad, lo que se ha visto afectado en forma unilateral por el Poder Ejecutivo. Hay que 
tener en cuenta que venimos arrastrando un déficit en los salarios desde hace mucho tiempo y del que no somos responsables los 
trabajadores. Este costo social se viene pagando desde que formábamos parte de la Administración Central y se absorbió personal 
de otros organismos. Este costo se puede solventar en la medida en que dispongamos de los medios y podamos reivindicar 
nuestra función postal para cumplir con todo lo relativo al reparto en dicho mercado. 


SEÑOR FERNANDEZ.- No me quiero referir a una cuestión técnica, porque parece que por el hecho de venir a una Comisión 
deberían tratarse temas de esa característica. 


Producto de lo que ha sucedido con la situación de los funcionarios bancarios y de lo que he escuchado por parte de otros 
compañeros trabajadores de este país -no quiero hacer esto extensivo a los compañeros aquí presentes, aunque creo que van a 
compartir mi posición- a lo que más temo en este momento es a la desesperación de la gente. Cuando la gente se desespera, 
"mete la pata" y reacciona de manera distinta a la forma en que actúa en situaciones normales. Entonces, si el sistema político no 
toma en cuenta -más allá de todas las opiniones que pueda haber sobre cómo solventar los gastos del Estado y resolver la crisis 
económica del país- la desesperación de la gente, podremos tener los préstamos que ya se han concedido y una plaza bancaria 
estable, pero no se estará contemplando la vida del ciudadano común. Entonces, en definitiva, esas acciones no sirven porque no 
tienen como objetivo el bienestar de la población. 


Lo que hemos visto es que se han producido varias acciones políticas, tanto a nivel parlamentario, como del propio Poder 
Ejecutivo, que no ayudan a generar tranquilidad a todos los uruguayos. 


Somos conscientes de que algunos empleados públicos tenemos buenas remuneraciones -tampoco son las mejores, ni las que 
queremos- y de que existen otros trabajadores del país que ganan muy poco, pero la solución no es nivelar hacia abajo, máxime 
cuando tenemos ejemplos de la Administración que realmente no nos enorgullecen de ser funcionarios públicos. 


Días atrás, en la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social -Distribuido 1517- celebrada el día 16 de mayo, 
señalé que como dirigentes sindicales tenemos una responsabilidad, muy menor a la de los señores Senadores, pero 
responsabilidad al fin. Entonces, si el sistema político y el Parlamento no dan señales claras en algunos de los aspectos que hemos 
planteado hoy, es muy difícil para nosotros -aunque así lo quisiéramos hacer- orientar a los compañeros para que no entren en un 
estado de desesperación, que es lo que está ocurriendo. 


Si me pongo como ejemplo, este mes, producto del nuevo impuesto, me descontaron $ 3.500, por lo que solamente cobré la cuota 
mutual de $ 700. Si traslado esta situación a la de muchos uruguayos que perciben ingresos inferiores a los míos, no sé cómo 
ponerme en su lugar. Ya para mí es un problema, y así lo he hablado con mis hijos que son jóvenes adolescentes. Les he tratado 
de explicar este nuevo recorte y la ley que lo establece, y no lograban entender toda esta situación. Aclaro que no les hablé de 
política, sino que les dije que teníamos que ajustarnos el cinturón. Mis hijos también miran la televisión y escuchan lo que se dice 
en la calle y, obviamente, se forman su propia opinión. Entonces, ¿cómo les hago entender que se ajusten el cinturón, cuando ven 
otras cosas en nuestra sociedad que no se condicen con lo que les digo? 


Creo haberles transmitido la preocupación de los dirigentes sindicales porque, como se dice comúnmente, cuando venga la ola no 
me voy a quedar atrás, pero tampoco quiero que me pase por encima. Si mis compañeros resuelven una cosa, tengo que estar a la 
cabeza de ellos. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Quiero dejar constancia de que he escuchado con especial atención la última parte de la exposición, y 
seguramente nos moverá a hacer algunas reflexiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que la información que nos han brindado será tomada en cuenta para actuar dentro de las 
posibilidades que tiene el Parlamento y trabajar al respecto. Me refiero, sobre todo, a formar una opinión sobre el tema porque han 
hecho alusión a decisiones que no están dentro de nuestras competencias sino que corresponden, por un lado, al Poder Ejecutivo 
y, por otro, a los Directorios de los Entes Autónomos y de los servicios que ustedes integran. 


De todos modos, la Comisión considerará la información que nos han brindado y analizará las posibilidades de acciones al 
respecto. 


SEÑOR HEBER.- Quisiera señalar que, por mi parte, nunca escuché este nivel de denuncias que ahora realizan los integrantes de 
la delegación, sobre todo de ANTEL. Me parece muy importante, a su vez, que tengamos el material por escrito. Algunas cosas me 
asombran, aunque otras no, porque ya las conocía. No sé si esto es marco de una denuncia o si existe un cambio de actitud. 
Realmente, me llamó mucho la atención esta situación, sobre todo, reitero, en el caso de ANTEL, que no tiene un delegado de los 
trabajadores en el Directorio, como ocurre en el Banco de Previsión Social, que puede hacer las denuncias con otra justificación. 


Es importante escuchar y reaccionar frente a esto ya que, como señalé, por primera vez tenemos este nivel de planteos acerca de 
la situación interna de los Entes Autónomos. 


Debo expresar que frente a esta situación desesperada que mucha gente está atravesando, lo más importante es atender a aquel 
que no tiene empleo; por lo menos, ese es el que me preocupa más. Naturalmente, también me preocupan las personas que tienen 
un subempleo y un empleo mal remunerado. No creo que nadie se escape de esta crisis que atraviesa el país, que golpea muy 
duramente a todos. Entiendo que es una crisis pareja y, por ello, debemos hacer un esfuerzo para atender a quien, en definitiva, se 
encuentra en peores condiciones. 


Se habla del sistema político, pero muchas veces éste no se encuentra unido, y es allí donde surgen opiniones diferentes. 
Seguramente, algunos señores Senadores que aquí se encuentran presentes están en desacuerdo con lo que estoy señalando. Es 
muy difícil reclamar el acuerdo en un sistema político que, precisamente, está formado por el encuentro de opiniones que reflejan la 
posición del pueblo en términos generales. Quizás, de alguna manera, lo que puede achacarse al sistema político es la inacción, 
pero no la falta de conciencia frente a la realidad. Siguiendo distintas soluciones y diferentes caminos, el sistema político trata de 
buscar soluciones frente a una crisis que, lamentablemente, nos golpea mucho. Naturalmente, hay caminos totalmente distintos y, a 
veces, es difícil aunar los criterios. Creo que lo mismo ocurre con el sistema sindical; no veo que la actitud de los sindicatos sea 
igual en todos lados. Por ejemplo, hemos visto confrontaciones y posiciones diferentes con respecto a la situación del Correo. Me 
refiero a lo que podría ser, a mi juicio, una solución de fondo en cuanto a que el Estado contrate al Estado y no compita con una 
empresa que le es propia y que cumple una función postal. Debemos reconocer, pues, que existen opiniones distintas dentro del 
sistema sindical y de ello no podemos culpar al sistema. Quizás existan razones de una parte y de la otra; no creo que la verdad 
sea una sola. 


Es importante tener este nivel de denuncias -vuelvo a decir que me gustaría recibirlas por escrito- que llevan a los partidos que 
tenemos representación en los Entes a tomar conciencia y pedir una rendición de cuentas acerca de lo que allí está sucediendo. 


En cuanto a los contratos de empresas, creo que tenemos opiniones distintas y va a ser necesario analizarlos, sobre todo en lo que 
tiene que ver con el Banco de Previsión Social. Se debería abordar una discusión más larga sobre el tema y acerca del llamado al 
que se ha hecho referencia; aclaro que estoy en conocimiento de algunas de las cosas que se han mencionado y el asunto me 
parece importante. Quizás hoy no tengamos tiempo para dar una opinión, ni creo que tenga elementos suficientes como para estar 
plenamente informado, pero todo lo que podamos recibir por escrito habilita a hacer un llamado a la responsabilidad dentro de mi 
Partido. No me refiero a la responsabilidad del sistema, porque hay sectores que no tienen Directores; otros sí los tenemos y, por lo 
tanto, podemos ejercer mayor nivel de responsabilidad si existen irregularidades en el sistema del tenor de las que han denunciado 
nuestros invitados. 


En síntesis, agradezco la información vertida. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Es importante lo que ha señalado el señor Senador Heber, pero no puedo hablar en nombre del Director 
representante de los trabajadores, señor Ariel Ferrari. 


El compañero Ariel tiene su opinión y un equipo de trabajo muy importante. En cada uno de los aspectos, seria y responsablemente 
-a veces no necesariamente coincidiendo en todos los casos con el sindicato, ya que hay matices- ha marcado y fundamentado sus 
posiciones con respecto a las distintas temáticas. Ello no sólo figura en las actas del Directorio, sino también en los informes, ya 
que ha sido fundamentado por escrito. Más allá del propio sindicato y de la representación de los trabajadores en todos los 
aspectos mencionados -obviamente, maneja en detalle la información que han generado los diferentes planteos- se mueve en un 
ámbito colectivo donde resuelven las mayorías y se toman determinadas posiciones. Además, nos da la información acerca de lo 
que sucede en el interior del Directorio del Ente, aunque allí poco se le hace caso, en general, por su representación de los 
trabajadores. Se supone que si no hay nada para ocultar, cada uno expresa su opinión y brinda las informaciones. Sería importante 
que el señor Senador trasmita estos comentarios y haga partícipe, particularmente, a todo el Directorio, de cada uno de los 
aspectos que aquí se han manejado. Por mi parte, haré lo propio con el PIT-CNT, en aras de la representación de los trabajadores. 


SEÑOR PEDOTTI.- Atendiendo a lo que ha señalado el señor Senador Heber, puedo decir que una parte importante de su 
exposición refiere a lo que ocurre con el Estado dentro del Estado. 


Otro aspecto muy relevante es el hecho de que el Estado compita con lo privado en igualdad de condiciones, que es lo que no le 
sucede al Correo. Para ello se necesita un marco regulatorio postal. En ese sentido, hemos elaborado un proyecto que después 
vamos a acercar a los señores Senadores, ya que está en sus manos hacerlo ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deseo expresar a nuestros invitados que a nivel de la Comisión contamos con un primer instrumento de 
trabajo, que es la versión taquigráfica de esta sesión. Si no me equivoco, ustedes están en condiciones de aportar un material que 
sintetiza el planteo de la Mesa, por lo que les agradecemos que lo hagan llegar lo antes posible. Obviamente, para nosotros el 
problema no termina luego de escuchar sus palabras, sino que intentaremos trabajar con el material en cuestión. 


SEÑOR COURIEL.- Por mi parte, solicito que se agregue, si es posible, la información relativa a ANCAP y a UTE. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Efectivamente, señor Senador. Inclusive, se nos ha anunciado que tienen situaciones peores con relación 
a las aquí expuestas; por lo menos, esa es la opinión del señor Fernández. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Deseo agregar que en el Distribuido N* 1517 de la Comisión de Asuntos Laborales figuran algunas de las 
situaciones relativas a ANCAP, a la Administración Nacional de Puertos y al Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera comentar, brevemente, que la vigencia del Impuesto a las Retribuciones Personales comenzó el 
1% de mayo, por lo que toda aplicación de ese tributo a retribuciones generadas antes de esa fecha es absolutamente ilegal. No 
obstante, analizaremos y observaremos el tema planteado. 


En nombre de la Comisión, agradecemos la presencia de nuestros invitados y esperamos con gusto el envío del material al que 
aquí se ha hecho referencia. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 35 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


